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RESOLUCIÓN N° 272 
(25 de agosto de 2026) 

 
“POR MEDIO DE LA CUAL SE JUSTIFICA UNA CONTRATACIÓN DIRECTA” 

 
EL ALCALDE DEL MUNICIPIO DE ALBÁN CUNDINAMARCA 

 
En uso de sus facultades legales y en aplicación de lo dispuesto en los artículos 11 y 24 de la Ley 80 

de 1993, Ley 1150 de 2007, Decreto 1082 de 2015, y 
 

C O N S I D E R A N D O 
 
Que de conformidad con el artículo 209 de la Constitución Política de Colombia, la función 
administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, 
mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones;  
 
Que el título I de la Ley 1150 de 2007 hace referencia a los principios de Eficiencia y Transparencia 
que rigen la Contratación Pública, en cumplimiento de los cuales, el Artículo 2 de la citada ley 
estipula que la escogencia del contratista se hará con arreglo a una de las modalidades de selección 
allí contempladas, entre ellas la CONTRATACION DIRECTA.  
 
Que el artículo 92 de la Ley 1474 de 2011 en concordancia con el Artículo 2.2.1.2.1.4.4 de la 
Subsección 4 Sección 1 del Capítulo 2 del Decreto 1082 de 2015, indican que es procedente la 
Contratación Directa en el caso de contratos o convenios interadministrativos, siempre que las 
obligaciones derivadas del mismo tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora 
señalado en la ley o en sus reglamentos. 
 
Que el Artículo 2.2.1.2.1.4.1 del Decreto 1082 de 2015 prevé la obligatoriedad de proferir un ACTO 
ADMINISTRATIVO DE JUSTIFICACION cuando proceda el uso de la modalidad de selección por 
Contratación Directa. 
 
Que con la contratación, de manera general se busca el cumplimiento de los fines estatales 
dispuestos en el artículo 3º de la Ley 80 de 1993, modificado por la Ley 1150 de 2007  según  el  
cual  los  servidores  públicos  tendrán  en  consideración  que  al celebrar contratos y con la 
ejecución de los mismos, buscan el cumplimiento de la continua y eficiente prestación de los 
servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran 
con ella en la consecución de dichos fines. Los particulares, por su parte, tendrán en cuenta al 
celebrar y ejecutar contratos con las entidades estatales que colaboran con ellas en el logro de 
sus fines y cumplen una función social que, como tal, implica obligaciones. 
 
Que el artículo 32 de la Ley 80 de 1993 señala que son contratos estatales todos los actos jurídicos 
generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el citado Estatuto, 
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previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la 
autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo define la norma. 
 
Que los estudios previos de conveniencia y oportunidad fueron elaborados por la Secretaria 
General y de Gobierno, quien justificó la necesidad de la contratación requerida, documento 
soporte del inicio del proceso precontractual y de su planeación que obra en el respectivo proceso; 
atendiendo lo dispuesto en el artículo 355 de la Constitución Política en el cual refiere la 
prohibición de los actos unilaterales y de mera liberalidad por parte del Estado.  
 
Que la Constitución Política de Colombia en el artículo 2°, establece como fines esenciales del Estado: 
"Servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones 
que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la nación".  
 
Que de conformidad con lo previsto en el inciso tercero del artículo 113 de la Constitución Política de 
Colombia, "Los diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas, pero colaboran 
armónicamente para la realización de sus fines"  
 
Que, por su parte, el artículo 209 de la misma Carta establece que "La función administrativa está al 
servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, 
moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la 
delegación y la desconcentración de funciones".  
 
Que por su parte el artículo 315 superior establece que una de las atribuciones del Alcalde es: "(...) 2. 
Conservar el orden público en el municipio, de conformidad con la ley y las instrucciones y órdenes que 
reciba del Presidente de la República y del respectivo gobernador. El alcalde es la primera autoridad de 
policía del municipio. La Policía Nacional cumplirá con prontitud y diligencia las órdenes que le imparta 
el alcalde por conducto del respectivo comandante. (...)"  
 
Que según el artículo 10 de la Ley 4 de 1991 establece que el alcalde como Jefe de Policía en el 
Municipio, es el responsable de la preservación de la seguridad ciudadana y del orden público, con 
arreglo a la citada norma.  
 
Que el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC, creado por el Decreto 2160 del 30 de 
diciembre de 1992, es un Establecimiento Público del orden nacional, adscrito al Ministerio de Justicia 
y del Derecho, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio.  
 
Que el artículo 19 de la ley 65 de 1993, establece: "(...) RECIBO DE PRESOS DEPARTAMENTALES O 
MUNICIPALES. Los departamentos o municipios que carezcan de sus respectivas cárceles, podrán 
contratar con el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, el recibo de sus presos mediante el 
acuerdo que se consagrará en las cláusulas contractuales, conviniendo el reconocimiento que los 
departamentos o municipios hagan del pago de los siguientes servicios y remuneraciones: a) Fijación de 
sobresueldos a los empleados del respectivo establecimiento de reclusión; b) Dotación de los elementos 
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y recursos necesarios para los internos incorporados a las cárceles nacionales; c) Provisión de 
alimentación en una cuantía no menor de la señalada por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 
para sus internos. d) Reparación, adaptación y mantenimiento de los edificios y de sus servicios, si son 
de propiedad de los departamentos o municipios. (...)"  
 
Que el artículo 87 de la Ley 65 de 1993, regula los Actos de Gestión: "(...) El director de cada 
establecimiento de reclusión, previa delegación del Director General del Instituto Nacional Penitenciario 
y Carcelario, podrá celebrar convenios o contratos con personas de derecho público o privado con o sin 
ánimo de lucro, con el fin exclusivo de garantizar el trabajo, la educación y la recreación, así como el 
mantenimiento y funcionamiento del centro de reclusión (...)”  
 
Que mediante el DECRETO 1242 DE 1993, se crearon las Direcciones Regionales del Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, derogado por los DECRETOS 300 de 1997, 270 DE 2010, 
y finalmente por el DECRETO 4151 DE 2011 “Por el cual se modifica la estructura del Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario, INPEC, y se dictan otras disposiciones.” Artículo 29. Direcciones 
Regionales. Son funciones de las Direcciones Regionales, las siguientes: “6. Promover, coordinar, 
articular y suscribir alianzas y convenios con las demás entidades públicas y privadas de la Región.”  
 
Que mediante Resolución N°. 002827 del 30 de marzo de 2023, Título 1 – “DELEGACIONES Y 
DESCONCENTRACIONES EN MATERIA DE CONTRATACIÓN” Artículo 6. “Delegación para ordenar el 
gasto y celebrar CONTRATOS O CONVENIOS INTERADMINISTRATIVOS, DE ASOCIACIÓN Y DE 
COLABORACIÓN.”  Numeral 3. “Delegar y desconcentrar en los Directores de Establecimientos de 
Reclusión la ordenación del gasto, aceptación, celebración, modificación, interpretación, terminación y 
liquidación de los contratos y/o convenios con y sin erogación presupuestal, con personas jurídicas o 
naturales, en beneficio del Establecimiento de Reclusión que dirige; en caso de ser con erogación 
presupuestal la cuantía a delegar es igual o inferior a QUINIENTOS SALARIOS LEGALES MENSUALES 
VIGENTES – SMLMV (500). Las cuantías que superen este monto, serán desconcentradas y delegadas 
en el Director Regional que corresponda respectivamente”; lo que implica que por analogía el artículo 
87 de la Ley 65 de 1993, aplica para la delegación en los Directores de Establecimientos de Reclusión y 
sus facultades para suscribir el presente convenio, se enmarcan dentro de la norma rectora. 
 
Que dentro de los fines de la contratación estatal señalados en el artículo 30 de la Ley 80 de 1993 se 
encuentra: "(...) las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente 
prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que 
colaboran con ellas en la consecución de dichos fines (...)"  
 
Que de conformidad con lo previsto en el artículo 91 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 
29 de la Ley 1551 de 2012, los alcaldes ejercerán funciones que les asigna la Constitución, la ley, las 
ordenanzas, los acuerdos y las que fueran delegadas por el Presidente de la República o gobernador 
respectivo. Además de las funciones anteriores, los alcaldes tendrán las siguientes: "... D) En relación 
con la Administración Municipal: 5. Ordenar los gastos y celebrar los contratos y convenios municipales 
de acuerdo con el plan de desarrollo económico, social y con el presupuesto, observando las normas 
jurídicas aplicables (...) observando las normas jurídicas aplicables (...)".  
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Que el artículo 6° de la Ley 489 de 1998, indica "En virtud del principio de coordinación y colaboración, 
las autoridades administrativas deben garantizar la armonía en el ejercicio de sus respectivas funciones 
con el fin de lograr los fines y cometidos estatales. En consecuencia, prestarán su colaboración a las 
demás entidades para facilitar el ejercicio de sus funciones y se abstendrán de impedir o estorbar su 
cumplimiento por los órganos, dependencias, organismos y entidades titulares.". 
 
Que el artículo 95 de la Ley 489 de 1998 establece que las entidades públicas "podrán asociarse con el 
fin de cooperar en el cumplimiento de funciones administrativas o de prestar conjuntamente servicios 
que se hallen a su cargo mediante la celebración de convenios interadministrativos (...)". 
 
Que en concordancia con la Ley 715 de 2001, por la cual se dictan normas orgánicas en materia de 
recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 
2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los 
servicios de educación y salud, entre otros, en su artículo 76: "(...) Competencias del municipio en otros 
sectores. Además de las establecidas en la Constitución y en otras disposiciones, corresponde a los 
Municipio, directa o indirectamente, con recursos propios, del Sistema General de Participaciones y 
otros recursos, promover, financiar o cofinanciar proyectos de interés municipal y en especial ejercer las 
siguientes competencias: … “76.6. En materia de centros de reclusión los municipios en coordinación 
con el Instituto nacional Penitenciario y Carcelario INPEC — Podrán apoyar la creación, fusión o 
supresión, dirección, organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las cárceles para las 
personas detenidas preventivamente y condenadas por contravenciones que implique privación de la 
libertad (...)'  
 
Que la Corte Constitucional en Sentencia T-101/10 considera, entre otros, lo siguiente: «(...) 23.3 Ahora, 
con respecto a la facultad de contratar, esta Corporación ha definido que los convenios 
interadministrativos no violan la Constitución, por el contrario desarrolla los principios de colaboración 
armónica y complementariedad a que se refieren los artículos 113 y 209 de la Carta, siempre y cuando 
no signifique un reparto definitivo de competencias y no se desconozca la autonomía de las entidades 
territoriales.(...). 
 
Que, en la misma providencia relacionada en el numeral anterior, en relación con la fijación de 
sobresueldos con cargo a los convenios interadministrativos, en los numerales 19 y 20 de los "(...) 2. 
CONSIDERANDOS...2.2. 1. Procedencia de la acción de tutela frente a providencias judiciales — 
Reiteración jurisprudencial (...)", se indica por parte de la Corte lo siguiente: "... 19. De este modo, al ser 
declarado inexequible el artículo 85 de la Ley 32 de 1986 y al haber sido derogado tácitamente el literal 
b) del artículo 28 del Decreto 259 de 1938, la norma que podría ser materia de discusión en la acción de 
cumplimiento es la contenida en el artículo 19 literal a) de la Ley 65 de 1993, norma que entre otras 
cosas, no reitera la norma declarada inexequible en la medida que no consagra una orden de 
reconocimiento de un derecho laboral, sino que otorga la facultad de celebrar un convenio que de 
pactarse debe incluir con cargo al valor del servicio un rubro dirigido al pago de sobresueldos. 20. Al 
respecto, se ha de señalar que sobre el literal a) del artículo 19 de la Ley 65 de 1993 no ha habido 
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pronunciamiento expreso acerca de su inconstitucionalidad, ni ha sido derogado por ninguna norma 
posterior, esto es, está vigente en el ordenamiento jurídico..." 
 
Que la Corte Constitucional en Sentencia T-151-2016, considera: "(...) 2.4. Competencias en materia de 
atención a la población privada de la libertad. - Ley 1709 de 2014 - Las autoridades judiciales 
competentes podrán solicitar al Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC) que 
los detenidos o condenados sean internados o trasladados a un determinado centro de reclusión, en 
atención a sus condiciones de seguridad. Estas medidas se ejecutan a través de los establecimientos de 
reclusión que, de acuerdo con el artículo 11 de la Ley 1709 del 20 de enero de 2014 se clasifican en: “1. 
Cárceles de detención preventiva, que son establecimientos a cargo de las entidades territoriales que 
están dirigidos exclusivamente a la atención de personas en detención preventiva. 2. Penitenciarías, que 
son establecimientos destinados a la reclusión de condenados y en las cuales se ejecuta la pena de 
prisión, mediante un sistema progresivo para el tratamiento de los internos, (...) "En relación con las 
cárceles para la ejecución de la detención preventiva, a cargo de las entidades territoriales, el 
artículo 17 de la Ley 65 de 1993, señala que es competencia de los departamentos, municipios, 
áreas metropolitanas y del Distrito Capital, la creación, fusión o supresión, dirección, 
organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las cárceles para las personas 
detenidas preventivamente y condenadas por contravenciones que impliquen privación de la 
libertad, por orden de autoridad policiva, para lo cual deben proveerse los recursos en los 
presupuestos de dichos entes territoriales y pueden celebrarse convenios con la Nación a efecto de 
mejorar la infraestructura y el sostenimiento de los centros de reclusión." (...) Cabe resaltar que 
conforme a los artículos 19 y 21 de la Ley 65 de 1993, las cárceles y pabellones de detención 
preventiva son establecimientos dirigidos exclusivamente a la atención de personas en detención 
preventiva, que están a cargo de las entidades territoriales. Los departamentos o municipios que 
carezcan de sus respectivas cárceles, podrán contratar con el INPEC, el recibo de sus presos 
mediante el acuerdo que se consagrará en las cláusulas contractuales, conviniendo el 
reconocimiento que los departamentos o municipios hagan del pago de algunos servicios y 
remuneraciones.  
 
Que el numeral 22, artículo 2 del Decreto 4151 de 2011, estableció como funciones del INPEC: "(...) 
Gestionar alianzas y la consecución de recursos de cooperación nacional o internacional, dirigidos al 
desarrollo de la misión institucional, en coordinación con las autoridades competentes (...) “.  
 
Que de conformidad con lo previsto en el literal c) del numeral 4° del artículo 2° de la Ley 1150 de 
2007, las entidades estatales pueden suscribir convenios interadministrativos siempre que las 
obligaciones que de ellos se deriven tengan relación directa con el objeto misional de la Entidad 
ejecutora, previsión reiterada en el artículo 2.2.1.2.1.4.4 del Decreto 1082 de 2015. 
 
Que el Municipio de Albán – Cundinamarca no cuenta con un sitio adecuado para albergar personas 
privadas de la libertad (PPL) o sindicados, en caso de que se presente el ingreso o puesta a 
disposición de una persona privada de la libertad en el municipio. En consecuencia, se hace 
necesario contar con un lugar apto que permita atender de manera adecuada los casos que 
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eventualmente lleguen a presentarse, garantizando las condiciones de seguridad, custodia y 
dignidad de las personas privadas de la libertad. 
Que las Sentencias T-282 de 2014, T-762 de 2015 y, T-075 de 2016, emitidas por la Corte 
Constitucional disponen que se deben atender de manera prioritaria las necesidades que se vienen 
presentando en los Establecimientos de Reclusión del Orden Nacional — ERON, por tal razón el 
objeto de los convenios de integración de servicios principalmente está dirigido a cubrir las 
necesidades prioritarias acordes con las especificaciones técnicas establecidas por la Dirección de 
Atención y Tratamiento del INPEC, por tanto, el Director General del INPEC mediante oficio 8100- 
DINPE —000874 del 5 de abril de 2017, procedió a impartir instrucciones a los Directores Regionales 
y Directores de los Establecimientos de Reclusión del Orden Nacional – ERON, para que se tuvieran 
en cuenta las necesidades que se vienen presentando en los ERON y las de la Población Privada de 
la Libertad – PPL –, con la finalidad de incorporarlas en la suscripción de los Convenios.  
 
Que el INPEC mediante oficio 8100 — DINPE — 001406 del 06 de Julio 2018, el Director General del 
INPEC, impartió instrucciones para los convenios Interadministrativos a los Directores Regionales, 
Directores de Establecimiento de Reclusión del Orden Nacional, en donde se determinaron las 
competencias de la USPEC (Decreto 0204 de 2016) y del INPEC.  
 
Que mediante oficio 8100-DINPE- 2018 lE0111193, de 21 de septiembre de 2018, el Director General 
del INPEC, impartió instrucciones de ejecución y materialización de convenios interadministrativos 
de integración de servicios (artículo 19 ley 65 de 1993).  
 
Que mediante oficio 100 JUASP-2020lEO134077 de agosto 05 de 2020, la Dirección Regional Central 
impartió instrucciones y lineamientos, como a su vez los elementos que deben ser prioritarios 
gestionar a través de la modalidad de los convenios, conforme a la necesidad del establecimiento 
penitenciario.  
 
Que existe coordinación entre el Municipio de ALBÁN- CUNDINAMARCA y la CARCEL Y 
PENITENCIARIA DE MEDIA SEGURIDAD DE VILLETA, en el entendido de que las partes establecieron 
y estudiaron los bienes y servicios que se requieren y que serán aportados por el Municipio, 
evidenciándose la necesidad de realizar un Convenio Interadministrativo entre el INPEC y el 
Municipio dadas las competencias de cada una de estas entidades.  
 
Que se hace necesario suscribir Convenio Interadministrativo con el fin de suplir la necesidad antes 
descrita, y lograr las condiciones que se requieren para cumplir la función social y de esta forma 
cumplir los fines constitucionales y propios del servicio que prestan ambas entidades involucradas.  
 
Que para el desarrollo y cumplimiento de las necesidades la Tesorería Municipal expidió el 
Certificado de Disponibilidad Presupuestal N°CDP 2026000075 del día dieciséis (16) de enero del 
2026, con cargo al presupuesto de la vigencia fiscal 2026. 
 
Que de conformidad con lo anterior, 
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R E S U E L V E 
 
ARTÍCULO PRIMERO: Celebrar el Convenio Interadministrativo cuyo objeto es: AUNAR ESFUERZOS 
QUE PERMITAN GARANTIZAR EL MEJORAMIENTO DEL SISTEMA PENITENCIARIO Y CARCELARIO 
PARA EL ESTABLECIMIENTO CARCEL Y PENITENCIARIA DE MEDIA SEGURIDAD DE VILLETA, EN 
CUMPLIMIENTO DE LOS ARTICULOS 17 Y19 DE LA LEY 65 DE 1993 PARA RECIBIR PPL. con el fin de 
suplir la necesidad antes descrita, y lograr las condiciones que se requieren para cumplir la función 
social y de esta forma cumplir los fines constitucionales y propios del servicio que prestan ambas 
entidades involucradas.  
 
ARTÍCULO SEGUNDO: Determinar que, en cumplimiento de lo señalado en el Decreto 1082 de 
2015, la contratación directa que refiere el presente acto administrativo tiene las siguientes 
características:  
 
1. CAUSAL QUE SE INVOCA PARA CONTRATAR DIRECTAMENTE: La ley 1150 de 2007 consagra: 
“Artículo 2°. De las modalidades de selección. La escogencia del contratista se efectuará con arreglo 
a las modalidades de selección de licitación pública, selección abreviada, concurso de méritos y 
contratación directa, con base en las siguientes reglas: (…) 4. Contratación directa. La modalidad de 
selección de contratación directa solamente procederá en los siguientes casos: (…) c) Contratos 
interadministrativos, siempre que las obligaciones derivadas de los mismos tengan relación directa 
con el objeto de la entidad ejecutora señalado en la ley o en sus reglamentos. Se exceptúan los 
contratos de obra, suministro, encargo fiduciario y fiducia pública cuando las instituciones de 
educación superior públicas sean las ejecutoras. Estos contratos podrán ser ejecutados por las 
mismas, siempre que participen en procesos de licitación pública o de selección abreviada de 
acuerdo con lo dispuesto en los numerales 1 y 2 del presente artículo”. Igualmente, el artículo 92 
de la Ley 1474 de 2011 modifica el inciso primero del literal c) del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 
1150 de 2007, el cual quedará así: “c. Contratos Interadministrativos, siempre que las obligaciones 
derivadas del mismo tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora señalado en la ley 
o en sus reglamentos”. A su vez, el artículo 2.2.1.2.1.4.4 del Decreto 1082 de 2015 dispone: 
“Convenios o contratos interadministrativos. La modalidad de selección para la contratación entre 
Entidades Estatales es la contratación directa; en consecuencia, le es aplicable lo establecido en el 
artículo 2.2.1.2.1.4.1 del presente decreto.” 
 
2. DETERMINACIÓN DEL OBJETO A CONTRATAR: “AUNAR ESFUERZOS QUE PERMITAN 
GARANTIZAR EL MEJORAMIENTO DEL SISTEMA PENITENCIARIO Y CARCELARIO PARA EL 
ESTABLECIMIENTO CARCEL Y PENITENCIARIA DE MEDIA SEGURIDAD DE VILLETA, EN 
CUMPLIMIENTO DE LOS ARTICULOS 17 Y19 DE LA LEY 65 DE 1993 PARA RECIBIR PPL” 
 
3. PRESUPUESTO PARA LA CONTRATACIÓN El valor del convenio lo atenderá EL MUNICIPIO con 
las apropiaciones presupuestales que para efecto se hallan en el presupuesto del Municipio para la 
vigencia fiscal del presente año, según el Certificado de Disponibilidad Presupuestal No. 
CDP2026000075 del día dieciséis (16) de enero del 2026, por un valor de VEINTIDOS MILLONES 
DE PESOS ($22.000.000.00) MCTE, con RUBRO 
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2.3.12.1206.1206008.2.3.2.0.2.01.003.M0170.1.2.4.3.03 -NOMBRE infraestructura penitenciaria y 
carcelaria dotada SECTOR: 12- Justicia y del derecho, FUENTE servicio de vigilancia carcelaria y 
penitenciaria.  NOMBRE: : SGP PROPÓSITO GENERAL PROPÓSITO GENERAL LIBRE INVERSIÓN Y 
INGRESOS CORRIENTES DE LIBRE DESTINACIÓN. 
 
4. PLAZO DE EJECUCIÓN: El plazo de ejecución del Convenio Interadministrativo será a partir de la 
firma del acta de inicio, hasta que se expida el Certificado de Cumplimiento y/o Recibido a 
Satisfacción por parte del Supervisor designado por el INPEC sin superar el 31 de diciembre de 2026. 
 
5. LUGAR DONDE SE PUEDEN CONSULTAR LOS ESTUDIOS Y DOCUMENTOS PREVIOS: Secretaría 
General y de Gobierno del Municipio de Albán y en el Portal Único de Contratación Pública 
www.colombiacompra.gov.co de conformidad con lo previsto en el artículo 2.2.1.1.1.7.1 del 
Decreto 1082 de 2015. 
 
6. PUBLICACIÓN: El presente documento se publicará en la plataforma del SECOP II, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 2.2.1.1.1.7.1 del Decreto 1082 de 2015. 
 
ARTICULO TERCERO: La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 
 
 

PÚBLIQUESE Y CÚMPLASE 
 
Dada en el Municipio de Albán, a los veinticinco (25) días del mes de agosto del año dos mil veintiséis 
(2.026). 
 
 
 

FIRMADA EN ORIGINAL  
GERMAN ENRIQUE ESPITIA CRUZ 

Alcalde Municipal  
 
 
Proyectó: Xiovana Dayana Parra Florez -Apoyo contratación. 
Revisó: Oscar Leonardo Ruge - Asesor Jurídico 

http://www.colombiacompra.gov.co/

